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PRIMERA SALA UNITARIA. 

EXP: 798/2018-1

RESOLUCIÓN DEFINITIVA. 

ACTOR: **********

AUTORIDAD DEMANDADA:

DIRECTORA DE CATASTRO Y DESARROLLO URBANO DEL H. AYUNTAMIENTO DE SAN LUIS POTOSÍ.  
MAGISTRADA:

LIC. MA. EUGENIA REYNA MASCORRO.

SECRETARIO DE ESTUDIO Y CUENTA:

LIC. GREGORIO CORPUS MORENO.
San Luis Potosí, S.L.P., diecisiete de diciembre de dos mil veinte.


V I S T O S  para resolver en definitiva los autos del Juicio Contencioso  Administrativo número 798/2018-1, y;

R E S U L T A N D O

I.- Por acuerdo del dieciocho de octubre de dos mil dieciocho, se tuvo a**********demandando por sus propios derechos, el acto y respecto de la autoridad que enseguida se precisan:

AUTORIDADES DEMANDADAS: 

- Directora de Catastro y Desarrollo Urbano del H. Ayuntamiento de San Luis Potosí, 
ACTO QUE SE IMPUGNA.- **********

II.- Substanciado en cada una de sus etapas, tuvo verificativo la audiencia de ley en este juicio a las diez horas del dos de diciembre de  dos mil veinte, sin la asistencia de las partes. Acto seguido, se dio lectura al escrito de demanda así como al de contestación, desahogándose las pruebas documentales dada su propia naturaleza; en período de alegatos se certificó que no fueron formulados por ninguna de las partes, quedando así debidamente integrado el expediente en que se actúa, turnándose el mismo a la Magistrada para su resolución. 
C O N S I D E R A N D O

PRIMERO.- A la Primera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, corresponde conocer, substanciar y resolver los juicios de su competencia, en términos de los artículos 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí; 1°, 2°, 7º fracción X y 28 fracción III de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, ya que se trata de una controversia suscitada entre un particular y autoridades municipales del Estado, donde se ejerce jurisdicción. 

SEGUNDO.- Ahora bien, resulta necesario precisar la existencia del acto impugnado, de lo que se tiene que el actor precisa como acto impugnado el señalado en el Resultando Primero de ésta resolución. 

En ese sentido, la existencia del acto reclamado se acredita con el documento visible a **********de este expediente, documento al que es de otorgarle valor probatorio pleno en términos de lo establecido por el artículo 72 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, ya que de acuerdo a lo señalado en el artículo 91 del citado Código, se trata de un documento público emitido por un servidor público en ejercicio de sus funciones legales.

  TERCERO.- Según indica el artículo 221 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, se analizará la legitimación de los comparecientes.

Suscribe la demanda ********** demandando por sus propios derechos la nulidad del acto señalado en el resultando primero de esta resolución. 

 
Al respecto, debe decirse que conforme lo dispone el artículo 230 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, son partes en el juicio contencioso administrativo, entre otras, el actor y según el artículo 231 de la propia codificación, solo podrán demandar o intervenir en juicio aquellas personas que tengan un interés jurídico o legítimo que funde su pretensión, entendido aquel como un derecho subjetivo de los gobernados y éste, aquellas situaciones de hecho protegidas por el orden jurídico.

Sobre la base de los dispositivos en cita y tomando en cuenta que en el acto impugnado se encuentran directamente dirigido al  aquí impetrante, es innegable que cuenta con legitimación para demandar en el presente juicio. 

Tocante a la legitimación de la autoridad demandada, la misma se encuentra acreditada en este juicio conforme a lo establecido en el artículo 220 del ordenamiento en cita, en virtud de que aportó para tales efectos, el documento que contiene el nombramiento que la acredita como tal, según constancias que obran a foja **********de autos. 

CUARTO.- De conformidad con lo dispuesto en el último párrafo de los artículos 228 y 229 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, las causas de improcedencia y sobreseimiento, deben ser examinadas de oficio, en mérito a que éstas son de orden público, de lo que resulta que su estudio es preferente a los motivos de inconformidad.

Ésta Sala Unitaria advierte que en el presente caso, la autoridad demandada hace valer la causal de improcedencia prevista y señalada en el artículo 228 fracción II del Código Procesal  Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, con el argumento  de que el sentido y alcance del acto impugnado es una medida cautelar para evitar la vulneración de un derecho previamente constituido a favor de las personas que ostentan un registro administrativo ante la autoridad catastral municipal, incorporado al hecho de que el acto administrativo  no constituye un acto privativo, mucho menos definitivo.

Del mismo modo dice que no se acredita de ninguna manera que con la emisión y subsistencia del acto administrativo objetado, se le esté vulnerando un interés legítimo y/o jurídico, toda vez que el hecho de que aparezca inscrito en el registro catastral tanto municipal como estatal, no genera ningún derecho real sobre los inmuebles, no convalidan contratos o actos que sean nulos conforme a las leyes, en razón del carácter declarativo de la inscripción.

Que se fundó y motivó de manera adecuada el acto administrativo impugnado, pues dice que se citaron los preceptos legales que se tomaron en cuenta para la emisión del acto administrativo, existiendo una adecuación entre los preceptos legales y los motivos aducidos.
A lo anterior, debe decirse que los argumentos que vierte la demandada, están tendientes a sostener la legalidad del acto, lo cual será motivo de estudio al resolver sobre el fondo del presente asunto, de ahí que resulten infundadas las causales de improcedencia  invocadas por la citada autoridad.    

QUINTO.- La parte promovente hizo valer como conceptos de impugnación, los que se advierten en autos a foja 03 vuelta a la 05 del presente expediente, argumentos que por economía procesal se tienen por reproducidos, resultando aplicable para tal efecto la tesis la siguiente jurisprudencia: 
 

“CONCEPTOS DE VIOLACION. EL JUEZ NO ESTA OBLIGADO A TRANSCRIBIRLOS.

SEXTO.- Previo a hacer un pronunciamiento al respecto, esta Primera Sala Unitaria procederá a llevar a cabo el estudio del Concepto de Impugnación que le cause mayor beneficio al actor ya que de resultar fundado, se eliminarán en su totalidad los efectos del acto administrativo, con lo que se respeta la garantía de acceso efectivo a la justicia y en particular, el principio de completitud que ésta encierra, además porque así lo permite el artículo 252, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.

Sirve de apoyo a lo anterior el siguiente criterio que dice: 

“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN EN AMPARO DIRECTO. EL ESTUDIO DE LOS QUE DETERMINEN SU CONCESIÓN DEBE ATENDER AL PRINCIPIO DE MAYOR BENEFICIO, PUDIÉNDOSE OMITIR EL DE AQUELLOS QUE AUNQUE RESULTEN FUNDADOS, NO MEJOREN LO YA ALCANZADO POR EL QUEJOSO, INCLUSIVE LOS QUE SE REFIEREN A CONSTITUCIONALIDAD DE LEYES.

De acuerdo con la técnica para resolver los juicios de amparo directo del conocimiento de los Tribunales Colegiados de Circuito, con independencia de la materia de que se trate, el estudio de los conceptos de violación que determinen su concesión debe atender al principio de mayor beneficio, pudiéndose omitir el de aquellos que, aunque resulten fundados, no mejoren lo ya alcanzado por el quejoso, inclusive los que se refieren a constitucionalidad de leyes. Por tanto, deberá quedar al prudente arbitrio del órgano de control constitucional determinar la preeminencia en el estudio de los conceptos de violación, atendiendo a la consecuencia que para el quejoso tuviera el que se declararan fundados. Con lo anterior se pretende privilegiar el derecho contenido en el artículo 17, segundo párrafo, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, consistente en garantizar a los ciudadanos el acceso real, completo y efectivo a la administración de justicia, esto es, que en los diversos asuntos sometidos al conocimiento de los tribunales de amparo se diluciden de manera preferente aquellas cuestiones que originen un mayor beneficio jurídico para el gobernado, afectado con un acto de autoridad que al final deberá ser declarado inconstitucional.

Así, en un Tercer Concepto de Impugnación, el actor señala que la resolución que se impugna, no cumplió con los requisitos de fundamentación y motivación, argumentando que la demandada afecta el interés general al establecer la existencia de un empalme pero no aclara entre quienes se suscita el mismo, dejándolo en estado de indefensión al no saber ante quien oponer su justo derecho de propiedad.

Que a la demandada se le solicitó la aclaración, al existir discrepancia entre el titular del derecho de propiedad y el registro realizado ante dicha institución, no el de constituir un derecho real a su favor.

Aunado a lo anterior, la demandada procedió a la congelación de las claves catastrales, en una clara afectación a su derecho de propiedad, lo cual implica la posibilidad  de ejecutar actos de dominio sobre la misma y que se ve limitado con dicha determinación, lo cual dice que no se encuentra debidamente motivada, pues solo expresa la existencia de un tercero con derecho preferente, sin expresar quien es el titular del mismo, pese a que presentó documentación suficiente para acreditar que su interés es superior  a un interés simple respecto a la información que ahí se condensa.

En atención de la causa de pedir que no es otra cosa que extraer lo verdaderamente solicitado, con la única finalidad de resolver lo efectivamente planteado, de acuerdo a los agravios expuestos por el demandante, se advierte que el actor se duele de que el acto que impugna, se encuentra indebidamente fundado y motivado.  
El Concepto de estudio es fundado y suficiente para decretar la nulidad del acto impugnado, ello de acuerdo a las siguientes consideraciones legales: 
De una revisión al contenido total del acto que se impugna, el cual se encuentra agregado en autos a fojas de la 44 a la 46 de este expediente, se advierte que efectivamente, la ahora demandada emitió su respuesta fundamentándose en el artículo 134 de la Ley del Registro Público de la Propiedad y de Catastro para el Estado y Municipio de San Luis Potosí, señalando que las **********
“…se encuentran inmersas dentro de un polígono rústico de mayor extensión empadronado con la ********** a favor de otra persona, sin que se pueda brindar mayor información al tratarse de información personal reservada, de conformidad con lo dispuesto por el artículo 83 de la Ley del Registro Público de la Propiedad y de Catastro para el Estado y Municipio de San Luis Potosí, situación que produce una evidente confusión entre los límites, el derecho de propiedad, medidas, colindancias, superficies y demás características de los predios inmersos en el citado empalme….”   (F. 44)    

Sin embargo, a juicio de la titular de la Primera Sala Unitaria, el razonamiento plasmado en el acto que se impugna es improcedente, ya que el aludido 83 de la norma en comento establece claramente lo siguiente:

“ARTÍCULO 83. Las autoridades del Instituto, los servidores públicos subordinados a ellas, y los profesionistas o las empresas que presten sus servicios al Estado o a los ayuntamientos, deberán guardar absoluta reserva en lo concerniente a la información catastral que conserven bajo su custodia; así mismo, las autoridades municipales garantizarán su entrega a la siguiente administración municipal.”

 
Es cierto, que una de las tantas obligaciones de las autoridades del Instituto Registral y Catastral,  es guardar absoluta reserva en lo concerniente a la información catastral que conserven bajo su custodia, pues es una manera de garantizar su entrega a la siguiente administración municipal.

Sin embargo, si bien es cierto que esa reserva de información es interna considerada como reservada, no menos cierto lo es que a esa información solo podrán tener accesos a la misma quienes se sientan afectados en sus derechos o intereses particulares.

Esto es, que tal reserva, no puede ir más allá en perjuicio de los intereses y derechos de los particulares que se encuentren involucrados, como lo es el caso que nos ocupa, máxime cuando la misma autoridad reconoce la existencia de las **********
Si tales claves catastrales se encuentran inmersas dentro de un polígono rústico de mayor extensión empadronado con la ********** a favor de otra persona, generando con ello una confusión como así lo hace ver la demandada, lo procedente en derecho es,  emitir al interesado una certificación de las características y estado del predio de que se trate, a fin de que el mismo realice lo que a su derecho convenga, debiendo de proporcionar toda la información necesaria para  que puede hacer valer su derecho ante las instancias correspondientes.
Lo anterior tiene su fundamento en lo establecido por el artículo 95  de la Ley del Registro Público de la Propiedad y de Catastro para el Estado y Municipio de San Luis Potosí, que para esos efectos establece con toda claridad lo siguiente: 

“ARTÍCULO 95. Al inscribir un inmueble en el Padrón Catastral Municipal, se le asignará a cada predio según le corresponda, una Clave Catastral Única de Identificación de Predio, el uso del suelo, propietario o poseedor de régimen ejidal, así como sus características cualitativas y cuantitativas que le correspondan, en los términos de los planes de desarrollo urbano aprobados. Cuando se solicite una inscripción en la que las autoridades catastrales detecten que existe confusión de los derechos de propiedad, o en lo relativo a su ubicación, superficie, medidas y colindancias, deberá emitir al interesado una certificación de las características y estado del predio de que se trate, a fin de que el mismo realice lo que a su derecho convenga.”
Además, se deberá de tomar en cuenta lo que establece el artículo 97 de la ley de la materia, que dice que cuando se observen discrepancias en la solicitud de primera inscripción o modificación de la misma, las autoridades catastrales municipales podrán verificar mediante visitas de campo y estudios técnicos, los datos contenidos en la manifestación catastral de que se trate, levantándose para tal efecto acta circunstanciada, además, si existen discrepancias, se requerirá al propietario o poseedor en términos de lo dispuesto en el citado artículo que en su texto dice:
ARTÍCULO 97. Cuando se observen discrepancias en la solicitud de primera inscripción o modificación de la misma, las autoridades catastrales municipales podrán verificar mediante visitas de campo y estudios técnicos, los datos contenidos en la manifestación catastral de que se trate, levantándose para tal efecto acta circunstanciada. Cuando no coincidan dichos datos con las características reales del inmueble, se realizarán los trabajos catastrales relativos a costa del interesado, y se impondrán las sanciones que procedan. No podrá condicionarse la emisión de avalúos catastrales a la realización de la verificación, pero en caso de encontrarse discrepancias, se requerirá al propietario o poseedor en términos de lo dispuesto en el párrafo inmediato anterior.


No pasa desapercibido que los artículos a que se alude, fueron parte del fundamento legal en que se basó la demandada para emitir el acto que se impugna.  

Más adelante refiere la demandada que no es competente para emitir un nuevo Folio Real a favor del peticionante, en torno al terreno ubicado ********** señalando que: 

“... en lo que hace a la solicitud de empadronamiento de la fusión referida, ésta dependencia municipal se abstiene de atender dicha solicitud, hasta en tanto no se dirima el empalme existente entre los predios empadronados a su favor y el predio de mayor extensión sobre el cual se encuentran inmersos las claves catastrales sobre las cuáles fija sus pretensiones, además, cumpla con todos los requisitos formales  exigibles al caso concreto….” (F. 45) 

A consideración de la Titular de la Primera Sala Unitaria de éste Tribunal, el razonamiento a que se alude, es improcedente, puesto que si no se le está dando toda la información necesaria al demandante para dirimir el empalme existente entre los predios empadronados a su favor y el predio de mayor extensión, es claro y evidente que se le dejó en total estado de indefensión, haciendo nugatorio su derecho para hacerlo valer ante las instancias correspondientes, además de que no se le está diciendo cuáles son  todos los requisitos formales exigibles al caso concreto.    
Para efectos de abundar más en lo improcedente del razonamiento de la demandada, debe decirse que no es el momento de abstenerse de atender la solicitud planteada por el entonces peticionante, puesto que previo a emitir una respuesta en ese sentido, se debió de tomar en cuenta que mediante **********
El documento en mención se encuentra agregado en autos a foja 31 del expediente en que se actúa y al que se le concede valor probatorio pleno en términos de lo establecido por el artículo 72 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, ya que de acuerdo a lo señalado en el artículo 91 del citado Código, se trata de un documento público emitido por un servidor público en ejercicio de sus funciones legales.

Por otra parte refiere la demandada que no es competente para dilucidar la confusión del derecho de propiedad, respecto del bien inmueble sobre el cual se afirma tener la propiedad y que por eso procede al congelamiento de las claves catastrales inmersas en la confusión advertida, con el objeto de evitar algún movimiento que pueda vulnerar derechos de propiedad y/o posesión respecto de los predios inmersos en la confusión y pueda ser imputable a la demandada, fundamentándose para ello en el artículo 58 del Reglamento de Catastro Municipal. (F. 45). 
Es improcedente el razonamiento de la demandada, ya que si bien es cierto que el aludido artículo 58 del Reglamento de Catastro Municipal faculta a la autoridad para el caso de que se detectase que el predio  presentare confusión de límites con predios colindantes o de otros propietarios, la Dirección procederá a congelar o suspender la clave catastral hasta en tanto se decida por la autoridad competente la titularidad y la superficie y/o demás características del inmueble.

No menos cierto lo que tal artículo del aludido Reglamento, no puede estar por encima de lo que establecen los artículos 95 y 97 Ley del Registro Público de la Propiedad y de Catastro para el Estado y Municipio de San Luis Potosí. 
Se dice lo anterior porque la competencia que se le otorga a la demandada para dilucidar la confusión del derecho de propiedad, se la otorga el aludido artículo 95 de la citada Ley, por lo que previo a llevar a cabo el congelamiento de las claves catastrales del actor, debió de emitir al interesado, una certificación de las características y estado del predio de que se trate, con la finalidad de que estuviera en condiciones de hacer valer su derecho ante las personas y ante las autoridades que considerara competente, además de lo anterior, debió proporcionar toda la información necesaria para que el entonces  peticionante estuvieras en condiciones de llevar a cabo acciones en beneficio de sus derechos.
Además, como en el caso que nos ocupa, existen discrepancias, la demandada debió de llevar a cabo visitas de campo y estudios técnicos, señalando los datos contenidos en la manifestación catastral de que se trate, levantándose para tal efecto acta circunstanciada.
Aunado a lo anterior, la misma ley faculta a la autoridad para que cuando no coincidan dichos datos con las características reales del inmueble, se realizarán los trabajos catastrales relativos a costa del interesado, sin que en el presente caso así haya acontecido, requiriendo inclusive al propietario en términos de lo dispuesto en el aludido artículo 97 de la ley de la materia. 

No pasa desapercibido para esta resolutora que por un lado, la demandada señala que:

- Procede al congelamiento de las claves catastrales inmersas en la confusión advertida, con el objeto de evitar algún movimiento que pueda vulnerar derechos de propiedad y/o posesión respecto de los predios inmersos  en la confusión. 

Por otro lado, señala que:

- La inscripción de un inmueble dentro del padrón Catastral, representa una manifestación administrativa que reviste meramente un carácter declarativo, mas no constitutivo, por tanto, cualquier inscripción catastral por sí misma no integra un derecho real a favor de la persona cuyo nombre aparece inscrito dentro del padrón catastral. 

Entonces, si la inscripción de un inmueble dentro del padrón Catastral, representa una manifestación administrativa que reviste meramente un carácter declarativo, no se justifica que la demandada haya procedido al congelamiento de las claves catastrales porque según su decir, así se evitaría algún movimiento que pueda vulnerar derechos de propiedad y/o posesión.
De todo lo anteriormente señalado, se concluye que el acto que se impugna, se encuentra indebidamente fundado y motivado,  ya que en el presente caso, sí se invocaron los preceptos legales, sin embargo, resultan inaplicables al asunto por las características específicas de éste que impiden su adecuación o encuadre en la hipótesis normativa, además, existe una incorrecta motivación, ya que  si bien es cierto, se indicaron las razones que tuvo en consideración la demandada para emitir el acto, no menos cierto lo es que tales consideraciones, están en disonancia con el contenido de los preceptos legales que se aplicaron al caso concreto. 
Con lo anterior se aprecia un desajuste entre la aplicación de normas y los razonamientos formulados por la autoridad con el caso concreto, existiendo una violación de fondo porque se ha cumplido con la forma mediante la expresión de fundamentos y motivos, pero unos y otros son incorrectos.
Sirve de apoyo a lo anterior, el siguiente criterio de jurisprudencia que al respecto dice lo siguiente: 

FUNDAMENTACIÓN Y MOTIVACIÓN. LA DIFERENCIA ENTRE LA FALTA Y LA INDEBIDA SATISFACCIÓN DE AMBOS REQUISITOS CONSTITUCIONALES TRASCIENDE AL ORDEN EN QUE DEBEN ESTUDIARSE LOS CONCEPTOS DE VIOLACIÓN Y A LOS EFECTOS DEL FALLO PROTECTOR.

La falta de fundamentación y motivación es una violación formal diversa a la indebida o incorrecta fundamentación y motivación, que es una violación material o de fondo, siendo distintos los efectos que genera la existencia de una u otra, por lo que el estudio de aquella omisión debe hacerse de manera previa. En efecto, el artículo 16 constitucional establece, en su primer párrafo, el imperativo para las autoridades de fundar y motivar sus actos que incidan en la esfera de los gobernados, pero la contravención al mandato constitucional que exige la expresión de ambas en los actos de autoridad puede revestir dos formas distintas, a saber: la derivada de su falta, y la correspondiente a su incorrección. Se produce la falta de fundamentación y motivación, cuando se omite expresar el dispositivo legal aplicable al asunto y las razones que se hayan considerado para estimar que el caso puede subsumirse en la hipótesis prevista en esa norma jurídica. En cambio, hay una indebida fundamentación cuando en el acto de autoridad sí se invoca el precepto legal, sin embargo, resulta inaplicable al asunto por las características específicas de éste que impiden su adecuación o encuadre en la hipótesis normativa; y una incorrecta motivación, en el supuesto en que sí se indican las razones que tiene en consideración la autoridad para emitir el acto, pero aquéllas están en disonancia con el contenido de la norma legal que se aplica en el caso. De manera que la falta de fundamentación y motivación significa la carencia o ausencia de tales requisitos, mientras que la indebida o incorrecta fundamentación y motivación entraña la presencia de ambos requisitos constitucionales, pero con un desajuste entre la aplicación de normas y los razonamientos formulados por la autoridad con el caso concreto. La diferencia apuntada permite advertir que en el primer supuesto se trata de una violación formal dado que el acto de autoridad carece de elementos ínsitos, connaturales, al mismo por virtud de un imperativo constitucional, por lo que, advertida su ausencia mediante la simple lectura del acto reclamado, procederá conceder el amparo solicitado; y en el segundo caso consiste en una violación material o de fondo porque se ha cumplido con la forma mediante la expresión de fundamentos y motivos, pero unos y otros son incorrectos, lo cual, por regla general, también dará lugar a un fallo protector, sin embargo, será menester un previo análisis del contenido del asunto para llegar a concluir la mencionada incorrección. Por virtud de esa nota distintiva, los efectos de la concesión del amparo, tratándose de una resolución jurisdiccional, son igualmente diversos en uno y otro caso, pues aunque existe un elemento común, o sea, que la autoridad deje insubsistente el acto inconstitucional, en el primer supuesto será para que subsane la irregularidad expresando la fundamentación y motivación antes ausente, y en el segundo para que aporte fundamentos y motivos diferentes a los que formuló previamente. La apuntada diferencia trasciende, igualmente, al orden en que se deberán estudiar los argumentos que hagan valer los quejosos, ya que si en un caso se advierte la carencia de los requisitos constitucionales de que se trata, es decir, una violación formal, se concederá el amparo para los efectos indicados, con exclusión del análisis de los motivos de disenso que, concurriendo con los atinentes al defecto, versen sobre la incorrección de ambos elementos inherentes al acto de autoridad; empero, si han sido satisfechos aquéllos, será factible el estudio de la indebida fundamentación y motivación, esto es, de la violación material o de fondo.

TERCER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL PRIMER CIRCUITO.

Ahora bien, la autoridad demandada al momento de emitir su contestación, manifestó lo siguiente:

“…Por tanto, la hipótesis aludida por el actor, no se actualiza, ya  que no existe confusión en cuanto al nombre del registrado para cada clave catastral, pues las **********
Por otra parte, es necesario precisar que a pesar de que se ordenó mediante el oficio impugnado, el congelamiento de las claves catastrales con motivo de controversia, la otrora administración 2015-2018, procedió a la autorización de diversos trámites administrativos inherentes a la ********** a pesar de existir el congelamiento decretado, situación que se está analizando para informar a la Contraloría Municipal capitalina, con la finalidad de que se deslinde e investigue  la existencia de una posible responsabilidad administrativa, situación que patenta aún más  la necesidad de mantener el bloqueo decretado y se defina la preferencia del derecho de propiedad entre las persona que figuran como titulares de un empadronamiento dentro del padrón catastral, empero, tal situación no revela ni dispensa que dentro de la cartografía contenida en el padrón catastral municipal, resulte evidente la existencia de un empalme entre **********(F. 60 y 65)  
Argumento que es totalmente improcedente, puesto que la confusión que refiere, fue expresamente aceptada y consentida por la misma autoridad administrativa dentro del mismo acto impugnado, cuando señaló que:
“…Del mismo modo se debe de informar que ésta autoridad municipal no es competente para dilucidar la confusión del derecho de propiedad  respecto del bien inmueble sobre el cual se afirma tener la propiedad…” (F. 45)      

Pues inclusive, tal argumento fue parte de estudio en esta resolución.

Además,  si aún y cuando se ordenó el congelamiento de las claves catastrales con motivo de controversia, la administración 2015-2018, procedió a la autorización de diversos trámites administrativos inherentes a **********, a pesar de existir el congelamiento no es una causa imputable al actor, por lo que entonces los trámites administrativos internos que lleven a cabo los servidores públicos de esa Dirección, no debe en lo absoluto, afectar derechos de terceros como lo es el caso que nos ocupa.

En tal virtud, al no estar adecuadamente fundado el acto administrativo y ser incongruente con lo peticionado por la parte actora, es lo que hace que el mismo sea ilegal, actualizándose la hipótesis de ilegalidad prevista y señalada por la fracción IV del artículo 250 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, al advertir que los hechos que lo motivaron, se apreciaron en forma equivocada, dictándose por tanto, en contravención de las disposiciones aplicables y que han sido señaladas en esta resolución, lo que trajo en consecuencia una indebida fundamentación y motivación. 

En atención a lo anterior, se declara la ILEGALIDAD e INVALIDEZ del acto impugnado por ende, se decreta su NULIDAD para el efecto de que la demandada, deje sin efecto legal alguno el acto combatido y en su lugar, emita un nuevo acto debidamente fundado y motivado acorde con lo solicitado, tomando en consideración los razonamientos que se dejaron plasmados en la presente resolución.

De acuerdo a lo que establece el artículo 256 del Código de Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí que dice que, cuando cause ejecutoria la sentencia definitiva, la Sala prevendrá a la autoridad demandada, o bien, a la autoridad que deba cumplirla, para que dentro del término de diez días informe sobre su cumplimiento, por lo que entonces, ésta Sala Unitaria previene a la autoridad demandada a efecto de que informen sobre el cumplimiento dado a la presente sentencia una vez que ésta cause ejecutoria.   

En virtud de lo anterior, resulta innecesario el estudio de los conceptos de anulación restantes manifestados por la parte actora. 

Sirve de apoyo el siguiente criterio que dice:
 

“CONCEPTOS DE VIOLACION. ESTUDIO INNECESARIO DE LOS.  Habiendo resultado fundado y suficiente para otorgar el amparo solicitado, uno de los conceptos de violación, resulta innecesario el estudio de los restantes motivos de inconformidad vertidos en la demanda de garantías.” TERCER TRIBUNAL COLEGIADO DEL SEGUNDO CIRCUITO.

Por lo expuesto y con fundamento en lo establecido por los artículos 249, 250 fracción IV, 251, 252 y 253 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, es de resolverse y  RESUELVE:
PRIMERO.- Esta Primera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, resultó competente para resolver la presente controversia.

SEGUNDO.- Se decreta la NULIDAD del acto impugnado de acuerdo a los razonamientos y para los efectos vertidos en el considerando Sexto de esta resolución.

TERCERO.- Se les apercibe a las autoridades demandadas para los efectos señalados en el último párrafo del Considerando Sexto de esta resolución. 

CUARTO.- Notifíquese personalmente al actor y mediante oficio a las autoridades demandadas.

ASÍ, lo resolvió y firma la Magistrada Titular de la Primera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, Licenciada MA. EUGENIA REYNA MASCORRO, quien actúa con Secretario de Acuerdos, Licenciado ANTONIO MARTÍNEZ PORTILLO, que autoriza y da fe.- CONSTE.

"Se suprimen datos personales por tratarse de información confidencial de particulares cuyo resguardo y protección está a cargo del Tribunal de lo Contencioso Administrativo del Estado; con motivo del ejercicio de sus funciones jurisdiccionales y administrativos que realiza conforme al ámbito de su competencia, de acuerdo a lo previsto en los artículos 3° fracción XI, XVII, XXVIII y XXXVII, 82, 84 fracción XLIII, 87 fracción III, 138 y el noveno transitorio de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí.
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